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RECURSO DE REVISIÓN 
 
EXPEDIENTE: IVAI-REV/3209/2018/I  
 
SUJETO OBLIGADO: Comisión Municipal 
de Agua Potable y Saneamiento de 
Xalapa  
 
ACTOS RECLAMADOS: Inconformidad 
con la respuesta 
 
COMISIONADA PONENTE: Yolli García 
Alvarez 
 
SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: 
Elizabeth Rojas Castellanos 
 

 

Xalapa, de Enríquez, Veracruz a quince de marzo de dos mil 

diecinueve. 
 

De las constancias que obran en autos, se desprenden los 

siguientes: 
 

H E C H O S  
 

I. El once de septiembre de dos mil dieciocho, la parte recurrente 

presentó solicitud de información vía Plataforma Nacional de 

Transparencia, a la Comisión Municipal de Agua Potable y Saneamiento 

de Xalapa, con folio número 01943918, en la que lo solicitado consistió 

en: 
 

 

ACTA DE COMPRA Y COPIA DE LA LICITACION DE LOS APARATOS 
MEDIDORES DE AGUA en el año 2002 detallando características del 
medidor 
... 
 

II. El veintiséis de septiembre posterior, el sujeto obligado dio 

contestación a la solicitud de información. 
  
 

III. Inconforme con la respuesta emitida por el sujeto obligado, el 

siete de octubre de dos mil dieciocho, el promovente interpuso el 

presente recurso de revisión. 

 

IV. Mediante acuerdo dictado el diez de octubre de dos mil 

dieciocho, la comisionada presidenta tuvo por presentado el recurso y 

ordenó turnarlo a la ponencia a su cargo. 
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V. El veintinueve de octubre de dos mil dieciocho, se admitió el 

recurso dejando a disposición del sujeto obligado y del recurrente las 

constancias que integran el expediente, a efecto de que en un plazo 

máximo de siete días hábiles, manifestaran lo que a su derecho 

conviniera.  

 

VI. Por acuerdo de ocho de noviembre posterior, se determinó 

ampliar el plazo para formular el proyecto de resolución, toda vez que 

se encontraba transcurriendo el plazo de siete días señalado en el 

hecho anterior. 

 

VII. El nueve de noviembre de dos mil dieciocho, compareció el 

sujeto obligado, remitiendo información y haciendo las manifestaciones 

que consideró pertinentes.   

 

VIII. Por acuerdo de seis de marzo del actual, se tuvo por 

presentado al sujeto obligado con el escrito de contestación; 

ordenándose se agregaran al expediente las documentales para que 

surtieran sus efectos conducentes, y en virtud de que el medio de 

impugnación se encontraba debidamente sustanciado, se acordó el 

cierre de instrucción, ordenándose formular el proyecto de resolución. 

 

Seguido el procedimiento en todas sus fases, se presentó el 

proyecto de resolución conforme a las siguientes: 

 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Competencia. El Pleno del Instituto Veracruzano de 

Acceso a la Información y Protección de Datos Personales es 

competente para conocer y resolver los recursos de revisión, que tienen 

por objeto salvaguardar y garantizar el derecho a la información y la 

protección de datos personales, y que son presentados en contra de las 

respuestas emitidas por el sujeto obligado, así como por las omisiones 

de las mismas. 

 

Lo anterior, con fundamento en lo previsto en los artículos 6, 

párrafos segundo y cuarto, apartado A, fracción IV de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6 párrafos séptimo, octavo y 

noveno y 67, párrafo tercero, fracción IV apartado 4, de la Constitución 

Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 77, 80, fracción II, 

89, 90, fracción XII, 192, 193, 215 y 216 de Ley 875 de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz. 
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SEGUNDA. Requisitos de procedibilidad. Las cuestiones 

relativas a la improcedencia o sobreseimiento que pueden actualizarse 

en todo juicio o procedimiento seguido en forma de juicio, son 

consideradas cuestiones de estudio previo, de orden público y de 

observancia general, por los efectos que provocan, de tal manera que la 

actualización de alguna de ellas, trae como consecuencia el 

impedimento para realizar pronunciamiento de fondo en cualquier 

asunto sometido a la jurisdicción de quien deba resolver con base en su 

competencia. 

Lo anterior se robustece con el criterio sostenido por las 

autoridades jurisdiccionales federales en el país, el cual resulta 

orientador para este órgano garante, contenido en la tesis I.7o.P.13 K1, 

cuyo rubro y texto es del tenor siguiente: 
 
IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL AMPARO. LAS CAUSALES 
RELATIVAS DEBEN ESTUDIARSE OFICIOSAMENTE EN CUALQUIER INSTANCIA, 
INDEPENDIENTEMENTE DE QUIÉN SEA LA PARTE RECURRENTE Y DE QUE 
PROCEDA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. Acorde con los preceptos 
73, último párrafo, 74, fracción III y 91, fracción III, de la Ley de Amparo, las causales 
de sobreseimiento, incluso las de improcedencia, deben examinarse de oficio, sin 
importar que las partes las aleguen o no y en cualquier instancia en que se 
encuentre el juicio, por ser éstas de orden público y de estudio preferente, sin que 
para ello sea obstáculo que se trate de la parte respecto de la cual no proceda la 
suplencia de la queja deficiente, pues son dos figuras distintas: el análisis oficioso de 
cuestiones de orden público y la suplencia de la queja. Lo anterior es así, toda vez 
que, se reitera, el primero de los preceptos, en el párrafo aludido, establece 
categóricamente que las causales de improcedencia deben ser analizadas de oficio; 
imperativo éste que, inclusive, está dirigido a los tribunales de segunda instancia de 
amparo, conforme al último numeral invocado que indica: "si consideran infundada 
la causa de improcedencia ..."; esto es, con independencia de quién sea la parte 
recurrente, ya que el legislador no sujetó dicho mandato a que fuera una, en lo 
específico, la promovente del recurso de revisión para que procediera su estudio. En 
consecuencia, dicho análisis debe llevarse a cabo lo alegue o no alguna de las partes 
actuantes en los agravios y con independencia a la obligación que la citada ley, en 
su artículo 76 Bis, otorgue respecto del derecho de que se supla la queja deficiente, 
lo que es un tema distinto relativo al fondo del asunto. 

Ahora bien, en el presente asunto el ente obligado a través de la 

Coordinadora de Transparencia solicita el desechamiento del presente 

recurso, por haber proporcionado respuesta a través del área 

correspondiente. 

Sin embargo, este instituto considera que no le asiste la razón 

para dejar de analizar el fondo del asunto, como se razona a 

continuación.  

 

                                                      
1Consultable en el vínculo: 
http://200.38.163.178/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff
&Expresion=causales%2520de%2520improcedencia%2520y%2520sobreseimiento%2520orden%2520p%25
C3%25BAblico&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=30&Epp=20&Des
de=-100&Hasta=-
100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=164587&Hit=5&IDs=2009056,161614,161585,161
742,164587,168387,168668,176035,181325,181714,197926,200108,204991,205944,206745,218840,219999,23
1502,253730,257784&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema=  

http://200.38.163.178/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff&Expresion=causales%2520de%2520improcedencia%2520y%2520sobreseimiento%2520orden%2520p%25C3%25BAblico&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=30&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=164587&Hit=5&IDs=2009056,161614,161585,161742,164587,168387,168668,176035,181325,181714,197926,200108,204991,205944,206745,218840,219999,231502,253730,257784&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema
http://200.38.163.178/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff&Expresion=causales%2520de%2520improcedencia%2520y%2520sobreseimiento%2520orden%2520p%25C3%25BAblico&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=30&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=164587&Hit=5&IDs=2009056,161614,161585,161742,164587,168387,168668,176035,181325,181714,197926,200108,204991,205944,206745,218840,219999,231502,253730,257784&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema
http://200.38.163.178/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff&Expresion=causales%2520de%2520improcedencia%2520y%2520sobreseimiento%2520orden%2520p%25C3%25BAblico&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=30&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=164587&Hit=5&IDs=2009056,161614,161585,161742,164587,168387,168668,176035,181325,181714,197926,200108,204991,205944,206745,218840,219999,231502,253730,257784&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema
http://200.38.163.178/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff&Expresion=causales%2520de%2520improcedencia%2520y%2520sobreseimiento%2520orden%2520p%25C3%25BAblico&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=30&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=164587&Hit=5&IDs=2009056,161614,161585,161742,164587,168387,168668,176035,181325,181714,197926,200108,204991,205944,206745,218840,219999,231502,253730,257784&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema
http://200.38.163.178/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff&Expresion=causales%2520de%2520improcedencia%2520y%2520sobreseimiento%2520orden%2520p%25C3%25BAblico&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=30&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=164587&Hit=5&IDs=2009056,161614,161585,161742,164587,168387,168668,176035,181325,181714,197926,200108,204991,205944,206745,218840,219999,231502,253730,257784&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema
http://200.38.163.178/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff&Expresion=causales%2520de%2520improcedencia%2520y%2520sobreseimiento%2520orden%2520p%25C3%25BAblico&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=30&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=164587&Hit=5&IDs=2009056,161614,161585,161742,164587,168387,168668,176035,181325,181714,197926,200108,204991,205944,206745,218840,219999,231502,253730,257784&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema
http://200.38.163.178/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff&Expresion=causales%2520de%2520improcedencia%2520y%2520sobreseimiento%2520orden%2520p%25C3%25BAblico&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=30&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=164587&Hit=5&IDs=2009056,161614,161585,161742,164587,168387,168668,176035,181325,181714,197926,200108,204991,205944,206745,218840,219999,231502,253730,257784&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema
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Sobre lo peticionado, es menester precisar que de actualizarse 

alguna causal de improcedencia, lo procedente sería sobreseer el 

recurso y no desecharlo, toda vez que por auto de veintinueve de 

octubre de dos mil dieciocho, fue admitido. 

 

Además, porque el sobreseimiento de un recurso de revisión no 

opera de manera automática, por el simple hecho de existir una 

respuesta, sino que para ello es necesaria la manifestación de 

conformidad de la parte recurrente con la información proporcionada, 

atento a lo previsto en el artículo 223, fracción III de la ley de la 

materia. Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio 5/2017, emitido por este 

órgano colegiado, de rubro y texto siguientes:  
  

SOBRESEIMIENTO DEL RECURSO DE REVISIÓN. PARA SU 

ACTUALIZACIÓN, NO ES SUFICIENTE QUE EL SUJETO OBLIGADO 

MODIFIQUE O REVOQUE EL ACTO O RESOLUCIÓN RECURRIDO. El 
sobreseimiento de un recurso de revisión no opera de manera 
automática por el simple hecho de existir una respuesta. En términos 
de lo previsto en el artículo 223, fracción III, de la ley local, el recurso 
de revisión será sobreseído cuando el sujeto obligado modifique o 
revoque, a satisfacción del particular, el acto o resolución recurrida 
antes de emitirse la resolución del Pleno. Si bien el artículo 156, 
fracción III, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, no prevé el mismo supuesto de la ley local, para el 
sobreseimiento de un recurso de revisión debe considerarse necesario 
el consentimiento expreso de la parte inconforme con la respuesta 
dada, y ante la falta de este, en aras de maximizar el derecho de acceso 
a la información, es menester el análisis de la contestación, a efecto de 
determinar si lo pedido corresponde con lo entregado. Estimar lo 
contrario implicaría aceptar la inimpugnabilidad de una respuesta 
cuando la propia ley prevé la posibilidad de revocarla o modificarla a 
través del recurso de revisión, consideración que, además, no sería 
acorde con la finalidad de dicho medio impugnativo, consistente en 
salvaguardar el derecho de acceso a la información de las partes.  

 

Recurso de revisión: IVAI-REV/719/2017/I. Secretaría de Gobierno. 4 
de julio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Yolli García Alvarez. 
Secretaria: Elizabeth Rojas Castellanos. 

 

Con base en lo anterior, este órgano garante debe realizar el 

análisis de si la respuesta fue o no proporcionada siguiendo el 

procedimiento que indica la ley de la materia y si lo entregado coincide 

con lo pedido. 

 

Una vez desestimada la improcedencia alegada, este cuerpo 

colegiado advierte que en el presente recurso de revisión se encuentran 

satisfechos los requisitos formales y substanciales previstos en el artículo 

159 de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
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para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, toda vez que en el 

mismo se señala: I. El nombre del recurrente o, en su caso, de su 

representante o del tercero interesado; II. Correo electrónico; III. La 

Unidad de Transparencia del Sujeto obligado ante la cual se presentó la 

solicitud cuyo trámite da origen al recurso; IV. La fecha en que se le 

notificó al solicitante; V. El acto o resolución que recurre; VI. La 

exposición de los agravios; VII. La copia de la respuesta que se impugna 

y VIII. Las pruebas con relación directa con la resolución que se recurre. 

 

Lo anterior, conforme a lo previsto en los artículos 155, 156, 157 y 

192 de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.  

 

Por lo que al no advertirse la actualización de alguna de las 

causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 

222 y 223 de la multicitada Ley 875 de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, este organismo debe entrar al estudio de fondo 

del recurso de revisión. 

 

TERCERA. Estudio de fondo. Previo al estudio de fondo es 

menester señalar que: 

 

De conformidad con el texto vigente del artículo 1° de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, modificado por 

el decreto de reforma constitucional publicado en el Diario Oficial de la 

Federación, el diez de junio de dos mil once, en materia de derechos 

fundamentales, nuestro orden jurídico tiene dos fuentes primigenias: 

los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución; y todos 

aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de 

los que el Estado mexicano es parte. 

 

Las normas provenientes de ambas fuentes gozan de rango 

constitucional y, por tanto, son normas supremas del ordenamiento 

jurídico mexicano. Esto implica que los valores, principios y derechos 

que ellas materializan deben permear en todo el orden jurídico, 

obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en 

que sea procedente, a su interpretación. 

 

El derecho de acceso a la información está regulado en el segundo 

párrafo del artículo 6° de la referida Constitución; 13 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos. 
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El artículo 6º constitucional, en su apartado A, fracción I, señala 

que toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, 

órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 

órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, 

así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 

ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito 

federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 

temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en 

los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho 

deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. 

 

Asimismo, el derecho de petición consagrado en el artículo 8º 

constitucional implica la obligación de las autoridades de dictar a una 

petición hecha por escrito, esté bien o mal formulada, un acuerdo 

también por escrito, que debe hacerse saber en breve término al 

peticionario. Aunado a ello, el ya referido artículo 6º de la propia 

Constitución federal, establece que el derecho a la información será 

garantizado por el Estado. 

 

Ambos derechos, reconocidos además en tratados internacionales 

y leyes reglamentarias, se encuentran vinculados y relacionados en la 

medida que garantizan a los gobernados el derecho, no sólo a que se 

les dé respuesta a sus peticiones por escrito y en breve término, sino 

que se haga con la información completa, veraz y oportuna de que 

disponga o razonablemente deba disponer la autoridad, lo que 

constituye un derecho fundamental tanto de los individuos como de la 

sociedad. 

 

La vinculación de ambos derechos, ha sido estudiada y explorada 

por el Poder Judicial de la Federación, como se advierte de la tesis de 

jurisprudencia de rubro: DERECHO DE PETICIÓN. SU RELACIÓN DE 

SINERGIA CON EL DERECHO A LA INFORMACIÓN, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tribunales Colegiados 

de Circuito, Novena Época, tomo XXXIII, febrero de 2011, página 2027, 

Jurisprudencia I.4o.A. J/95, Materia Constitucional. 

 

Se ha establecido por parte de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, que el acceso a la información se distingue de otros derechos 

intangibles por su doble carácter: como un derecho en sí mismo y como 

un medio o instrumento para el ejercicio de otros derechos. 

 

En efecto, además de un valor propio, la información tiene uno 

instrumental que sirve como presupuesto del ejercicio de otros derechos 
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y como base para que los gobernados ejerzan un control respecto del 

funcionamiento institucional de los poderes públicos, por lo que se 

perfila como un límite a la exclusividad estatal en el manejo de la 

información y, por ende, como una exigencia social de todo Estado de 

Derecho. 

 

Así, el acceso a la información como garantía individual tiene por 

objeto maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el 

ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad 

de datos, voces y opiniones; incluso algunos instrumentos 

internacionales lo asocian a la libertad de pensamiento y expresión, a 

las cuales describen como el derecho que comprende la libertad de 

buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. 

 

Por otro lado, el acceso a la información como derecho colectivo o 

garantía social cobra un marcado carácter público en tanto que 

funcionalmente tiende a revelar el empleo instrumental de la 

información no sólo como factor de autorrealización personal, sino 

como mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho 

fundado en una de las características principales del gobierno 

republicano, que es el de la publicidad de los actos de gobierno y la 

transparencia de la administración. 

  

Por tanto, este derecho resulta ser una consecuencia directa del 

principio administrativo de transparencia de la información pública 

gubernamental y, a la vez, se vincula con el derecho de participación de 

los ciudadanos en la vida pública, protegido por la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Lo anterior se estableció en la jurisprudencia de rubro: ACCESO A 

LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS 

INDIVIDUAL Y SOCIAL, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, 

página 743, Pleno, tesis P./J. 54/2008; véase ejecutoria en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril 

de 2008, página 1563. 

 

Para la efectiva tutela del derecho a acceder a la información 

pública, la fracción IV del artículo 6º constitucional, apartado A, precisa 

se establecerán mecanismos de acceso a la información y 

procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los 

organismos autónomos especializados e imparciales que establece la 

propia Constitución. 
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A nivel local, la Constitución Política del Estado de Veracruz de 

Ignacio de la Llave, establece en su artículo 6º que los habitantes del 

Estado gozarán del derecho a la información. La ley establecerá los 

requisitos que determinarán la publicidad de la información en 

posesión de los sujetos obligados y el procedimiento para obtenerla, así 

como la acción para corregir o proteger la información confidencial. 

 

Por su parte, el artículo 7º señala que toda persona podrá ejercer 

el derecho de petición ante las autoridades del Estado, de los 

municipios, así como de los organismos autónomos, los cuales estarán 

obligados a dar respuesta escrita, motivada y fundada, en un plazo no 

mayor de cuarenta y cinco días hábiles.  La ley regulará los casos en los 

que, ante el silencio de la autoridad administrativa, la respuesta a la 

petición se considere en sentido afirmativo. Asimismo, la Constitución 

Local en su artículo 6 señala que los habitantes del Estado gozarán del 

derecho a la información, derecho que de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 67 fracción IV, del ordenamiento legal en cita, se 

garantiza por este Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales.  

 

La Ley 875 de Transparencia dispone en sus artículos 4 párrafo 2; 5; 

67, 140; 143 párrafo primero, y 145 párrafos primero y segundo, que 

toda la información que los sujetos obligados generen, administren o 

posean es pública, salvo los casos de excepción previstos en la propia 

Ley, y por ende, toda persona directamente o a través de su 

representante legal, puede ejercer su derecho de acceso a la 

información ante el sujeto obligado que corresponda; con la obligación 

para éste, de dar respuesta a la solicitud de información en un plazo de 

diez días hábiles siguientes al que se haya recibido dicha solicitud. 

 

La obligación de acceso a la información se cumple cuando se 

ponen a disposición del solicitante los documentos o registros o en su 

caso se expidan copias simples o certificadas de la información 

requerida, y en caso de que la información se encuentre publicada, se 

hará saber por escrito al interesado la fuente, el lugar y la forma en que 

puede consultar, reproducir u obtener la información. 

 

El solicitante a su vez puede impugnar la determinación del sujeto 

obligado de proporcionar o no la información solicitada, cuando se 

actualice alguno de los supuestos previstos en el numeral 155 de la Ley 

875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado 

de Veracruz de Ignacio de la Llave. 
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En el caso a estudio, la parte ahora recurrente, hizo valer como 

agravio que:  

 
EL HONORABLE INSTITUTO COMO ORGANO GARANTE ESTABLECIÓ LAS 

BASES MÍNIMAS QUE RIGEN LOS PROCEDIMIENTOS PARA GARANTIZAR EL 

EJERCICIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN MISMA QUE 

HAN SIDO QUEBRANTADOS POR EL SUJETO OBLIGADO CMAS, BURLA LAS 

OBLIGACIONES DE TRANSPRENCIA (SIC) SU CONDUCTA NO SOLO INHIBE Y 

OBSTACULIZA LA CULTURA DE LA INFORMACIÓN, BUSCA DESALENTAR LA 

PARTICIPACIÓN CIUDADANA, NO FAVORECE C (SIC) LA CULTURA DE 

RENDICIÓN DE CUENTAS Y SON NULAS LAS POLÍTICAS PÚBLICAS EN 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PUES QUEDA EVIDENCIADO QUE NO TIENE 

MECANISMOS QUE GARANTICEN LA PUBLICIDAD DE INFORMACIÓN 

OPORTUNA, VERIFICABLE, COMPRENSIBLE, ACTUALIZADA Y COMPLETA. 

 
Este órgano garante estima que el agravio esgrimido deviene 

fundado atendiendo a las razones siguientes. 
 

De las constancias de autos, se desprende que lo solicitado 

consistió en el acta de compra y la copia de la licitación de los aparatos 

medidores de agua en el año dos mil dos, detallando las características 

del medidor. 

 

Información que guarda relación con las atribuciones del sujeto 

obligado de conformidad con lo establecido en los artículos 15, fracción 

VIII, 33, fracción V y 38, fracción IX de la Ley de Aguas del Estado de 

Veracruz, 101, 103, del Reglamento de la Administración Pública 

Municipal de Xalapa; 3, 9, 10, y 17, fracción VII, del Reglamento Interior 

del Organismo Operador de los Servicios de Agua Potable, Drenaje, 

Alcantarillado y Disposición de Aguas Residuales de Xalapa, Veracruz, 

publicado en la Gaceta Oficial del Estado el uno de abril de dos mil 

catorce, aplicables al caso concreto y que establecen lo siguiente:  
 

 

LEY DE AGUAS DEL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE  
 

DE LOS ORGANISMOS OPERADORES DE NATURALEZA PARAMUNICIPAL 
 
Artículo 15. Se crea la Comisión del Agua del Estado de Veracruz como un 
organismo público descentralizado, dotado de autonomía de gestión, 
personalidad jurídica y patrimonio propios, cuya organización y 
funcionamiento se regirá por las disposiciones de esta ley y su 
reglamento; su domicilio se localizará en la ciudad de Xalapa-Enríquez. La 
Comisión fungirá como Organismo Operador Estatal, será responsable de 
la coordinación, plantación y supervisión del Sistema Veracruzano del 
Agua y tendrá las atribuciones siguientes:  
 

 
VIII.Establecer las bases a que deben sujetarse las licitaciones para la 
adjudicación de los contratos administrativos, vigilar su cumplimiento y, 
en su caso, rescindirlos administrativamente de conformidad con al ley;  
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Artículo 33. Los Organismos Operadores Municipales contratarán los 
créditos que requieran y responderán de sus adeudos con su patrimonio, 
en términos de la legislación aplicable, y tendrán las atribuciones 
siguientes: 

 
V. Establecer las bases técnicas a que deben sujetarse las licitaciones para 
la adjudicación de los contratos administrativos, vigilar su cumplimiento y, 
en su caso, rescindirlos administrativamente de conformidad con la ley; 

 
 
Artículo 38. El Órgano del Gobierno tendrá las siguientes atribuciones 
indelegables:  

 
 IX. Decidir y declarar los fallos de licitaciones, previo dictamen en 
términos de ley; 

 
 
 

REGLAMENTO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL DE XALAPA 

 

De los Organismos Descentralizados Artículo 

 

101.- Los organismos descentralizados son las entidades públicas creadas 

por acuerdo del Ayuntamiento, previa autorización del Congreso, con 

personalidad jurídica y patrimonio propio, cualquiera que sea la 

estructura legal que adopten y cuyo objeto sea: I. La prestación de una 

función o servicio público a cargo del Municipio; o II. La obtención o 

aplicación de recursos para fines de asistencia o seguridad social. 

 

 

Artículo 103. El Ayuntamiento contará al menos, con los siguientes 

organismos descentralizados:  

 

1. Comisión Municipal de Agua Potable y Saneamiento; 

 

 

REGLAMENTO INTERIOR DEL ORGANISMO OPERADOR DE LOS SERVICIOS 
DE AGUA POTABLE, DRENAJE, ALCANTARILLADO Y DISPOSICIÓN DE 

AGUAS RESIDUALES DE XALAPA, VERACRUZ. 
 

COMISIÓN MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO DE XALAPA, 
VERACRUZ. 

 
Artículo 3. El Gobierno y la Administración de la Comisión Municipal de 
Agua Potable y Saneamiento de Xalapa, Veracruz, estará a cargo de: 
Un Órgano de Gobierno, conformado de acuerdo a lo estipulado en el 
artículo 37 de la Ley Número 21 de Aguas del Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave; 

 
Artículo 9. El Órgano de Gobierno estará integrado de la siguiente 
manera, de acuerdo al artículo 37 de la Ley: 
 
Un Presidente, que será el Presidente Municipal; 
El Regidor que tenga a su cargo la Comisión Edilicia de Agua Potable, 
Drenaje, Alcantarillado, Tratamiento y Disposición de Aguas Residuales; 
Tres representantes de los usuarios; y, 
El Contralor Interno del Ayuntamiento, en funciones de Comisario. 
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Artículo 10. El Órgano de Gobierno tendrá las atribuciones establecidas en 
el artículo 38 de la misma Ley. 
 
El Presidente Municipal en calidad de Presidente del Órgano de Gobierno 
establecerá la política y las normas conforme a las cuales se efectuarán las 
actividades de planeación, estudios, proyectos, construcciones, 
ampliación, rehabilitación, administración, operación, mantenimiento y 
supervisión de los Sistemas de Agua y Saneamiento en el Municipio de 
Xalapa y la conurbación con los otros municipios. 
 
Artículo 17. A la Contraloría Interna le corresponden las siguientes 
atribuciones:  
 
… 
VII. Participar en las licitaciones de obra de adquisición de bienes o servicios 
para verificar que los proveedores ofrezcan las mejores condiciones de 
calidad; 
 

 

 

De las constancias de autos se desprende que el sujeto obligado, 

atendió la solicitud de información mediante el sistema Infomex, 

notificando la respuesta terminal, a través de la Coordinadora de 

Acceso a la Información Pública, mediante oficio número 

CAIP/1492/2018, de veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho, 

manifestando medularmente lo siguiente:  
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Adjunto al oficio anterior, remitió el memorándum 

CAIP/1635/2018, mediante el cual requirió al Gerente de 

Administración, la información peticionada, mismo que dio respuesta 

por memorándum GA-1196/2018, en el que manifestó lo siguiente:  
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Posteriormente durante la sustanciación del presente recurso, el 

sujeto obligado compareció mediante oficio número CAIP/2247/2018, 

en el que manifestó, en la parte que interesa, lo siguiente:  
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IVAI-REV/3209/2018/I  
  

   15  

 
 

  

 Anexando al oficio anterior, el memorándum CAIP/3089/2018, a 

través del cual requirió respuesta al Gerente de Administración, quien 

mediante el memorándum GA-1634/2018, comunicó lo siguiente: 
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Documentales que en su conjunto constituyen prueba plena al ser 

instrumentos públicos expedidos por servidores públicos en el ejercicio 

de sus funciones, de conformidad con los artículos 174, 186 y 187 de la 

Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, al no existir prueba en 

contrario, y de cuya valoración y análisis se colige que no se puede 

tener por colmado el derecho de acceso a la información de la parte 

recurrente, por las consideraciones siguientes. 

 

Lo reclamado en la presente vía, si bien se requirió bajo la vigencia 

de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado y por lo tanto, el trámite de la misma así como la sustanciación 
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del presente recurso se regularon conforme a las disposiciones 

contenidas en esa ley; de la solicitud de información se aprecia que lo 

peticionado consistente en el acta de compra y copia de la licitación de 

los aparatos medidores de agua en el año dos mil dos, se refiere a 

información generada bajo la vigencia de la Ley 848 de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública (vigente hasta el veintinueve de 

septiembre de dos mil dieciséis). 

 

En este sentido, lo solicitado por la parte recurrente constituye 

información pública, vinculada en su momento con obligaciones de 

transparencia, en términos de los artículos 3, fracción IX, 4, párrafos 

primero y segundo, 7, y 8 fracción XIV, de la Ley 848 de Transparencia 

del Estado de Veracruz.  

 

Ahora bien, en el procedimiento primigenio el sujeto obligado 

pretendió cumplir con el derecho de acceso de la parte recurrente al 

dar respuesta a través del Gerente de Administración; sin embargo, la 

misma no resulta suficiente para tener por atendida la solicitud de 

acceso. 

 

Ello es así, porque el Gerente de Administración en su respuesta, 

comunicó que después de una búsqueda exhaustiva y minuciosa en los 

archivos de su área se podía concluir que la información requerida es 

inexistente, dado que ya no se cuenta con ella en el archivo de esa 

gerencia; respuesta que reiteró durante su comparecencia al recurso, 

agregando que no se localizó lo requerido dado que cumplió con el 

tiempo de guarda establecido en los Lineamientos para Catalogar, 

Clasificar y Conservar los Documentos y la Organización de Archivos, 

emitidos por el entonces Instituto Veracruzano de Acceso a la 

Información y publicados en la Gaceta Oficial de dos de mayo de dos 

mil ocho, precisando que lo anterior se podría corroborar en el catálogo 

de disposición documental, localizable en el enlace electrónico 

siguiente: 

http://www.cmasxalapa.gob.mx/transparencia/bis_f45_2018_01_0504201

8_caip_catalogodisposiciondoc.pdf.  

 

Este órgano garante, procedió a inspeccionar la dirección 

electrónica aportada, obteniendo la siguiente información. 

 

Se encontró 

obligado, constante de cuarenta y cuatro hojas, mostrándose enseguida 

la primera de ellas. 

 

 

http://www.cmasxalapa.gob.mx/transparencia/bis_f45_2018_01_05042018_caip_catalogodisposiciondoc.pdf
http://www.cmasxalapa.gob.mx/transparencia/bis_f45_2018_01_05042018_caip_catalogodisposiciondoc.pdf
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En la hoja número catorce del catálogo de disposición 

documental se advierte que la serie documental denominada 

incluidas 

tienen marcado como destino final, el archivo histórico, como se 

muestra enseguida. 
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Contenidos publicados a los que se les da valor probatorio pleno, 

conforme a los artículos 167 y 169 de la Ley 875 de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Veracruz, pues los datos 

publicados en dicha página constituyen un hecho notorio por formar 

parte del conocimiento público a través de tal medio. Sirve de criterio 

orientador la tesis del rubro: PÁGINAS WEB O ELECTRÓNICAS. SU 

CONTENIDO ES UN HECHO NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE SER 

VALORADO EN UNA DECISIÓN JUDICIAL2 

 

A partir de lo anterior, resulta oportuno señalar que la fracción 

IV del artículo 24 de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 

prevé como obligación que los sujetos obligados deben constituir y 

mantener actualizados sus sistemas de archivo y gestión documental, 

conforme a la normatividad aplicable. 

 

Así, el artículo 134 en su fracción V, de la Ley de la materia, prevé 

como atribución entre otras, el aplicar los criterios prescritos por la Ley 

                                                      
2
  Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, México, 
Décima época, Libro XXVI, Noviembre de 2013, tomo, p. 1373. 
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y el Instituto, en materia de ordenamiento, manejo, clasificación y 

conservación de los documentos, registros y archivos. 

 

Bajo ese contexto, se debe señalar que conforme a los 

Lineamientos para Catalogar, Clasificar y Conservar los Documentos y la 

Organización de Archivos, emitidos por el entonces Instituto 

Veracruzano de Acceso a la Información, se establecieron una serie de 

directrices que los sujetos obligados deben observar en el manejo y 

conservación de sus archivos. Así, en la disposición segunda se 

establecen entre otros los siguientes conceptos: 

 
I. Administración de documentos: Son los actos que realizan los sujetos obligados 
para generar, recibir, mantener, custodiar, reconstruir, depurar o destruir 
documentos administrativos e históricos que por su importancia sean fuentes 
esenciales de información acerca del pasado y presente de la vida institucional del 
Estado. 
II. Archivo: Comprende el conjunto de expedientes o documentos organizados con 
el fin de integrar una fuente de información, en razón de las actividades de una 
institución. 
III. Archivos administrativos: Son aquellos acervos que contienen documentación 
que por su naturaleza se considera activa y semiactiva; es decir, que contiene 
valores primarios y su uso es potencial o frecuente, en razón de su vigencia 
administrativa, fiscal o legal. Estos archivos se constituyen por los de trámite y 
concentración. 
IV. Archivos de concentración: Son los acervos que reciben y custodian 
documentación transferida de los archivos de trámite, considerada semiactiva por 
haber dejado de tener un valor administrativo, pero que aún contiene valores 
fiscales o legales que conllevan a su consulta esporádica. Los archivos de 
concentración se encargan de determinar, previo análisis, si la documentación 
contiene valores testimoniales, evidenciales e informativos para ser transferida al 
archivo histórico o bien, para ser dada de baja al no reunir estos valores. 

 
 
VIII. Baja documental: Eliminación de aquella documentación que haya prescrito 
en sus valores administrativos, legales, fiscales o contables y que no contenga 
valores históricos. 

 
XI. Ciclo de vida de los documentos: Es el período de vigencia que tiene un 
documento en razón de la permanencia de los valores primarios que lo 
caracterizan para que transcurra su vida útil administrativa y que, según su 
naturaleza, puede contener valores secundarios que lo hacen susceptible de ser 
documento histórico. 

 
XVII. Documentación activa: Aquélla necesaria para el ejercicio de las atribuciones 
de las unidades administrativas y de uso frecuente, que se conserva en el archivo 
de trámite. 
XVIII. Documentación histórica: Aquélla que contiene evidencia y testimonios de 
las acciones de los sujetos obligados, por lo que debe conservarse 
permanentemente. 
XIX. Documentación semiactiva: Aquélla de uso esporádico que debe conservarse 
por razones administrativas, legales, fiscales o contables en el archivo de 
concentración. 
XX. Documento de archivo: Aquél que registra un hecho, acto administrativo, 
jurídico, fiscal o contable, creado, recibido, manejado y usado en el ejercicio de las 
facultades y actividades de los sujetos obligados. 

 
XXVI. Plazo de conservación: Periodo de guarda de la documentación en los 
archivos de trámite, de concentración e histórico. Consiste en la combinación de la 
vigencia documental, el término precautorio, el periodo de reserva, en su caso, y 
los periodos adicionales establecidos en los presentes Lineamientos. 
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De los anteriores conceptos se advierte que el archivo comprende 

el conjunto de expedientes o documentos organizados con el fin de 

integrar una fuente de información; que por archivos administrativos, 

se entiende a aquellos acervos que contienen documentación que por 

su naturaleza se considera activa y semiactiva; que los archivos de 

concentración son los acervos que reciben y custodian documentación 

transferida de los archivos de trámite, considerada semiactiva por haber 

dejado de tener un valor administrativo, pero que aún contienen 

valores fiscales o legales que conllevan a su consulta esporádica, y la 

función de los archivos de concentración es la de determinar, previo 

análisis, si la documentación contiene valores testimoniales, 

evidénciales e informativos para ser transferida al archivo histórico o 

bien, para ser dada de baja al no reunir estos valores. 

Asimismo que la baja documental es la eliminación de aquella 

documentación que haya prescrito en sus valores administrativos, 

legales, fiscales o contables y que no contenga valores históricos; que la 

documentación activa es aquélla necesaria para el ejercicio de las 

atribuciones de las unidades administrativas y de uso frecuente, que se 

conserva en el archivo de trámite; y la documentación histórica la que 

contiene evidencia y testimonios de las acciones de los sujetos 

obligados, por lo que debe conservarse permanentemente; que los 

documentos de archivo son aquellos que registran un hecho, acto 

administrativo, jurídico, fiscal o contable, creado, recibido, manejado y 

usado en el ejercicio de las facultades y actividades de los sujetos 

obligados. 

Y por último que el plazo de conservación es el periodo de guarda 

de la documentación en los archivos de trámite, de concentración e 

histórico. 

De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 3, fracción VII de la Ley 

875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado 

de Veracruz de Ignacio de la Llave, se entiende por el vocablo 

s expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, 

oficios, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, 

instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien cualquier otro 

registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de 

los sujetos obligados, sus servidores públicos cuando actúan bajo esa 

calidad y sus integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. 

Así, debe decirse que los sujetos obligados deben conservar en sus 

archivos los documentos que se generen con motivo del desempeño de 

sus atribuciones, y el periodo de conservación dependerá de las 
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características propias de los documentos, ya sea por valor legal, fiscal o 

histórico. 

Respecto de los documentos con valor administrativo, se detalla 

que son aquellos elaborados, recibidos y conservados por cada área en 

función de la organización, procedimientos, actividades o acciones 

derivadas de las atribuciones delegadas a la misma en particular y en la 

dependencia en general por disposición legal. 

Para la conservación de expedientes con valor administrativo, se ha 

establecido un periodo máximo de siete años en total (activo y 

semiactivo) a partir de la apertura del expediente, para la conservación 

de expedientes de dos o tres años en el archivo de trámite y el resto en 

el archivo de concentración. 

En esa tesitura, se debe señalar que la documentación solicitada se 

advierte que cuenta con las características de documentos 

administrativos; atento a ello, el tiempo máximo de guarda de los 

documentos administrativos será de siete años. Lo anterior de acuerdo 

a las reglas de conservación de la Guía de Archivos. 

A mayor abundamiento para considerar los periodos de 

conservación y de baja de los distintos documentos que resguarda el 

sujeto obligado, se debe considerar lo siguiente: 

 

 En el archivo de trámite se utiliza como regla general un 

periodo mínimo de un año, sin embargo si el documento que 

registra el hecho, acto administrativo, jurídico, fiscal o 

contable, (creado, recibido, manejado y usado en el ejercicio 

de las facultades y actividades de los sujetos obligados, que no 

haya concluido, permanecerá en el archivo de trámite hasta 

que finalice el asunto).  

 A partir de la conclusión del asunto (que se registre en las 

documentales) empezará a contar su plazo de conservación en 

el archivo de trámite, de acuerdo a lo establecido en su 

catálogo de disposición documental y posteriormente se debe 

transferir al archivo de concentración para cumplir su vigencia 

documental.  

  Asimismo, de acuerdo con el catálogo de disposición documental 

subseries, tienen un tiempo de guarda en los archivos de trámite y 

conservación, de dos y ocho años respectivamente, y su destino final no 

es la baja documental sino el archivo histórico. 



  

 

  

  

IVAI-REV/3209/2018/I  
  

   23  

  Ahora bien, conforme al numeral segundo, fracción VI, de los 

Lineamientos para Catalogar, Clasificar y Conservar los Documentos y 

la Organización de Archivos, el archivo histórico es la unidad 

responsable de organizar, conservar, administrar, describir y difundir la 

memoria documental institucional, a su vez, el artículo décimo tercero, 

fracción II, señala que dicha unidad se encargará de validar la 

documentación que deba conservarse permanentemente por tener 

valor histórico para el dictamen del Archivo General del Estado. 

  En tal virtud, de lo señalado con antelación, se colige que el 

archivo histórico es la documentación que debe conservar el sujeto 

obligado de manera permanente. 

  En este  sentido, lo fundado del agravio radica en que el sujeto 

obligado no acreditó haber realizado una búsqueda exhaustiva de lo 

peticionado, pues no era suficiente con que el Gerente de 

Administración indicara que no se contaba con la información 

peticionada en el archivo de esa gerencia por haber cumplido con el 

tiempo de guarda, ya que si el destino de baja de 

es el archivo histórico de acuerdo a su catálogo documental, dicha 

información podría existir, de ahí que para tener por debidamente 

cumplido el derecho de acceso a la información del recurrente, el 

sujeto obligado deberá pronunciarse sobre la existencia de la 

documentación requerida. 

   La respuesta no cumplió con los parámetros de búsqueda en 

virtud de que no quedó acreditado que la Coordinadora de 

Transparencia, hubiere realizado las gestiones necesarias para localizar 

la información en otras áreas que pudiesen contar con lo peticionado.  

 

Lo anterior se robustece con el criterio 12/2010, publicado por el 

Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales, en el cual se señala que el propósito de 

la declaración formal de inexistencia de la información, es garantizar al 

solicitante que, efectivamente, se realizaron las gestiones necesarias 

para la ubicación de la información de su interés, y que éstas fueron las 

adecuadas para atender a la particularidad del caso concreto. Dicho 

criterio establece lo siguiente:  
 

 
Las declaraciones de inexistencia de los Comités de Información deben 
contener los elementos suficientes para generar en los solicitantes la 
certeza del carácter exhaustivo de la búsqueda de la información 
solicitada y de que su solicitud fue atendida debidamente; es decir, deben 
motivar o precisar las razones por las que se buscó la información en 
determinada(s) unidad (es) administrativa(s), los criterios de búsqueda 
utilizados, y las demás circunstancias que fueron tomadas en cuenta. 
... 
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Como se advierte, del análisis y valoración de las documentales 

que obran en el expediente, en modo alguno la respuesta emitida se 

ajusta a lo establecido en los parámetros antes indicados. Es decir, la 

respuesta debió contener elementos mínimos que permitieran al 

solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda 

exhaustivo, como en el caso hubiera sido acudir a su Archivo Histórico 

en virtud de que atento a su catálogo de disposición documental ese es 

el destino de baja de e

encontrarse la información solicitada. 

 

Por tanto, en el caso a estudio se estima que el sujeto obligado 

debe realizar una nueva búsqueda en las áreas que cuenten con la 

información solicitada (que tiene el carácter de documento con valor 

administrativo y destino final el archivo histórico), ya que no sólo se 

debió informar que en el archivo de la Gerencia de Administración no 

se contaba con lo peticionado, sino que debió justificar haber realizado 

una búsqueda exhaustiva en todas las áreas que pudieran contar con la 

información. Y para el caso de haber realizado la búsqueda y no contar 

con la información, justificarlo a través de declaración de inexistencia 

emitida por el Comité de Transparencia, de conformidad con lo 

dispuesto en los numerales 150 y 151 de la ley 875 de la materia. 

 

En consecuencia, al resultar fundado el agravio hecho valer, este 

órgano colegiado estima que para tener por cumplido en su totalidad 

el derecho de acceso de la parte recurrente, procede revocar las 

respuestas emitidas por el sujeto obligado y ordenarle que proceda de 

la siguiente manera: 

   

1. Señale a la parte recurrente la forma de pago, costos, horario, 

y número de fojas del acta de compra de los aparatos medidores de 

agua del año dos mil dos, así como la fundamentación y motivación, de 

la clasificación de la mismas, a través del Comité de Transparencia, 

debiendo entregar el acta correspondiente que apruebe la 

clasificación, así como la elaboración de la versión pública, y una vez 

cubierto el pago, proporcione dicha información solicitada.  

 

2. Entregue de manera electrónica la copia de la licitación de los 

aparatos medidores de agua del año dos mil dos, detallando las 

características del medidor.  

 

Debiendo para ello realizar una nueva búsqueda en las áreas que 

pudieran contar con la información solicitada. Y para el caso de haber 

realizado la búsqueda y no contar con la información, deberá 
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justificarlo a través de la declaración de inexistencia que emita el 

Comité de Transparencia debidamente integrado, de conformidad con 

lo dispuesto en los numerales 150 y 151 de la ley 875 de la materia. 

 

Lo que deberá realizar en un plazo que no podrá exceder de 

cinco días, contados a partir de que cause estado la presente 

resolución, lo anterior en términos de los artículos 218, fracción I; 238, 

fracción I y 239 de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

 

Finalmente, toda vez que de actuaciones no consta que la 

respuesta dada durante la sustanciación del recurso por el sujeto 

obligado se haya hecho del conocimiento de la parte recurrente, 

deberá digitalizarse para que se remita al particular como documento 

adjunto a la notificación que se haga de la presente resolución. 

 

Por lo expuesto y fundado, se: 

 

RESUELVE 
 

PRIMERO. Se revocan las respuestas dadas por el sujeto 

obligado y se le ordena que proceda en los términos precisados en la 

consideración tercera del presente fallo. Lo que deberá realizar en un 

plazo que no podrá exceder de cinco días, contados a partir de que 

cause estado la presente resolución. 

 

SEGUNDO. Digitalícese la respuesta emitida por el sujeto 

obligado durante la sustanciación del recurso, y remítase a la parte 

recurrente como documento adjunto a la notificación que se haga de la 

presente resolución, para su conocimiento. 

 

TERCERO. Se informa a la parte recurrente que: 

a) Deberá informar a este instituto, si se permitió el acceso a la 

información y si le fue entregada y recibida la misma en los términos 

indicados en este fallo, en el entendido que, de no hacerlo, existirá la 

presunción de que la resolución ha sido acatada. Lo que deberá realizar 

dentro del plazo de tres días hábiles posteriores al en que el sujeto 

obligado cumpla con lo mandado en la presente resolución o de que 

fenezca el plazo otorgado para su cumplimiento; y 

b) La resolución pronunciada puede ser combatida por la vía 

ordinaria mediante el Recurso de Inconformidad, ante el Instituto 

Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 

Datos Personales dentro de los quince días hábiles siguientes a que 

surta efectos la notificación de la resolución; lo anterior de 
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conformidad con el artículo 215, fracción VII de la Ley 875 de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Veracruz de Ignacio de la Llave. 

 

CUARTO. Se indica al sujeto obligado que: 

a) En el término de tres días hábiles siguientes al que cumpla 

esta resolución, deberá informar a este instituto de dicho 

cumplimiento; 

b) Se previene al titular de la Unidad de Transparencia que en 

caso de desacato de ésta resolución, se dará inicio a los procedimientos 

contemplados por la ley de la materia. 

 

Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 218, 

fracciones III y IV de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

 

Notifíquese la presente resolución en términos de Ley, y, en su 

oportunidad, archívese como asunto definitivamente concluido. 

 

Así lo resolvieron por UNANIMIDAD de votos los integrantes del 

Pleno de este Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales, en términos del artículo 89 de la Ley 

875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado 

de Veracruz de Ignacio de la Llave, ante la secretaria de acuerdos, con 

quien actúan y da fe. 
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